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FW: C25452 RV: solicitud radicacion contestacion de demanda rad
76001333301120200002900 dte . SMIT ROCIO MELECIO SANDOVAL

Diana Carolina Argote Delgado <dargoted@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 08/04/2021 11:08
Para:  Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  linitasegura123@gmail.com <linitasegura123@gmail.com>; Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional
Cali <tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

2 archivos adjuntos (3 MB)
CONTESTACION JAIRO SMIT ROCIO MELECIO SANDOVAL.pdf; ANEXOS PODER (2).pdf;

Cordial saludo.
 
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
 
 
 
DIANA CAROLINA ARGOTE DELGADO
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Mesa de entrada de correspondencia
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca
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From: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali  
Sent: Thursday, April 8, 2021 10:08 AM 
To: Diana Carolina Argote Delgado 
Subject: C25452 RV: solicitud radicacion contestacion de demanda rad 76001333301120200002900 dte . SMIT ROCIO
MELECIO SANDOVAL
 
 
 
DHORA STELLA RAMÍREZ
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca

cid:image001.png@01D38AB8.5F7EFE10
 

De: lina maria segura cubillos <linitasegura123@gmail.com> 
Enviado: jueves, 8 de abril de 2021 10:02 
Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
procjudadm59@procuraduria.gov.co <procjudadm59@procuraduria.gov.co>; ximenaleal79@hotmail.com
<ximenaleal79@hotmail.com> 
Asunto: solicitud radicacion contestacion de demanda rad 76001333301120200002900 dte . SMIT ROCIO MELECIO
SANDOVAL
 
Buenos días señores
señores Oficina de Apoyo para Juzgados Administrativos de Cali
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Reciban un cordial saludo
 
Respetuosamente me permito solicitar su valiosa colaboración en el sentido de radicar memorial
 
 
Radicado        76001333301120200002900
Despacho      Juzgado 11 Administrativo Oral de Cali
Demandante  Smit Rocio Melecio Sandoval
Demandado   Ministerio de Defensa - Ejército Nacional
Memorial        contestación de la demanda, excepciones y poder
 
 
Así mismo, me permito dejar constancia que se realiza traslado a la parte demandante y al ministerio público.
 
muchas gracias
 
lina maria segura cubillos
Apoderada Ejército Nacional
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Doctora 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

H. JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO  

Cali – Valle del Cauca.-   

 

REFERENCIA:   CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA y EXCEPCIONES 

 

PROCESO:   76 001 3333 011 2020 00029 00 

 

MEDIO DE CONTROL:   REPARACIÓN DIRECTA 

 

ACTOR:   SMIT ROCIO MELECIO SANDOVAL Y OTROS 

 

DEMANDADO:   LA NACION–MINISTERIO DE DEFENSA–  

  EJÉRCITO NACIONAL  

 

LINA MARIA SEGURA CUBILLOS identificada como aparecerá al pie de 

mi firma, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 134749 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada 

de la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, por 

medio del presente escrito y estando en término para ello, muy 

respetuosamente me permito contestar la demanda de la 

referencia, así: 

 

PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones consignadas en 

el escrito de la demanda, pues la Nación – Ministerio de Defensa 

– Ejército Nacional, no puede ser declarado responsable 

administrativamente por las lesiones del señor JHON ALEXIS 

MONTAÑO MELECIO al considerar que no existen elementos 

materiales probatorios que respalden que el daño haya sido 

producto del equivoco de la Entidad demandada. 

  

Me opongo a la declaratoria de responsabilidad administrativa y 

extra contractual de la Nación – Ministerio de Defensa – 

Ejército Nacional, pues como se demostrará en el curso del 

proceso, no son imputables a la Institución.  

 

La Jurisprudencia del máximo órgano de la Jurisdicción 

contencioso administrativa, al delinear los campos de 

responsabilidad del Estado, en tratándose de conscriptos, ha 

sido clara al sentar posición de que al configurarse un daño, 

tipificable como antijurídico por la falla o falta en el 

servicio, mediante un hecho generador del cual se pueda pregonar 

un nexo causal por acciones de la Administración, procederá bajo 

cualquiera de los regímenes de responsabilidad, la obligación de 

resarcir los perjuicios causados al sujeto por parte de la 

Administración. 

 

En contraposición, de manera clara y expresa, ha manifestado el 

Honorable Consejo de Estado que la Administración, para 
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exculparse bajo cualquier título de responsabilidad patrimonial 

alguna, le bastará con demostrar la existencia de un CASO 

FORTUITO, FUERZA MAYOR, CULPA DE UN TERCERO, o la CULPA 

DETERMINANTE Y EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA. Pues no en todos los 

casos, y en todas las situaciones, ha de proceder la 

Responsabilidad Patrimonial del Estado consagrada en el Artículo 

90 de la Constitución Política de manera Inexorable. 

 

Me opongo a la prosperidad de la condena en costas, la 

Institución desde ya alega y se opone a este reconocimiento 

incluyendo las Agencias en Derecho. 

 

En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá 

abstenerse de condenar en costas o pronunciar condena parcial, 

expresando los fundamentos de su decisión. 

... 

 

La liquidación incluirá el valor de los impuestos de timbre, los 

honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos 

judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, 

siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y 

correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado ponente o el juez, 

aunque se litigue sin apoderado. 

 

En el expediente no aparece prueba de los gastos que se han 

originado, igualmente se debe tener cuenta que todo apoderado en 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo, cobra por 

concepto de Honorarios procesales, a su poderdante, el 

equivalente al 40% de las pretensiones y/o condena, generándose 

un doble pago por concepto de honorarios, un enriquecimiento sin 

causa, y un detrimento patrimonial al Estado.  

 

HECHOS 

 

Conforme a la numeración de la demanda: 

 

Primero.- Debe encontrarse respaldado con el registro civil de 

nacimiento. 

 

Segundo.- En efecto el señor JHON ALEXIS MONTAÑO MELECIO fue en 

cumplimiento del artículo 216 de la Constitución Política y de 

la Ley 48 de 1993 se presentó al Ejército Nacional, con el fin 

de definir su situación militar, siendo incorporado  como 

Soldado Regular con destinación al Batallón de Infantería No. 8 

Batalla de Pichincha. 

 

Tercero.- Debe encontrarse conforme al Informativo 

Administrativo por Lesión, expedido por el Batallón de 

Infantería No. 8 Batalla de Pichincha. 
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Cuarto.- De encontrarse conforme a la calificación de la 

imputabilidad del Informativo Administrativo por Lesión expedido 

por el Batallón de Infantería No. 8 Batalla de Pichincha. 

 

Quinto.- No es cierto, el señor JHON ALEXIS MONTAÑO MELECIO, al 

inicio del servicio militar obligatorio se les da instrucción 

sobre la vida militar, se les otorga conocimientos en 

disciplinarios, justicia penal militar, operaciones militares, 

derechos humanos y derecho internacional humanitario. 

 

Así como también realizan ejercicios prácticos de manejo de 

armas y de polígono. 

 

Sexto.- No se trata de un hecho, sino el trámite del requisito 

de procedibilidad para poder continuar con el trámite de 

reclamación indemnizatorio del medio de control de reparación 

directa. 

 

EXCEPCIONES 

 

Atendiendo el libelo demandatorio, los anexos de la demanda 

acompañados con el traslado, y la jurisprudencia del Consejo de 

Estado, presento las siguientes excepciones: 

 

1. EXCEPCION DE FALTA DE COMPETENCIA TERRITORIAL: 

 

 

Conforme lo establece el artículo 156 numeral 6 del CPACA, 

establece claramente para determinar la competencia por razón 

del territorio: 

 

“en los de reparación directa se determinará por el lugar donde 

se produjeron los hechos, las omisiones o las operaciones 

administrativas, o por el domicilio o sede principal de la 

entidad demandada a elección del demandante”. 

 

Conforme al informativo Administrativo por Lesión expedido por 

el Batallón de Infantería No. 8 Batalla de Pichincha, se tiene 

que los hechos objeto del presente medio de control, sucedieron 

en la Vereda La Agustina, del Municipio de Santander de 

Quilichao, del Departamento del Cauca. 

 

Si bien, el informativo Administrativo en su parte superior, 

aparece que fue realizado en la ciudad de Cali, ello significa 

solamente que la sede administrativa de la Unidad Táctica se 

encuentra precisamente en Cali, pero los hechos son certificados 

que sucedieron en el Municipio de Santander de Quilichao del 

Departamento del Cauca. 

 

Por lo tanto, se solicita en forma respetuosa a la señora Juez 

Once Administrativa Oral de Cali, declarar la falta de 

competencia y remitir el medio de control a los Juzgados 
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Administrativos Orales de Popayán, en donde el Ejército Nacional 

– Ministerio de Defensa Nacional, también tiene sede de defensa 

institucional. 

 

2. EXCEPCIÓN DE DAÑO NO IMPUTABLE AL ESTADO POR EXISTIR CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA Y UN RIESGO PERMITIDO 

 

 

La demanda carece de fundamento jurídico si se tiene en cuenta 

que, dentro de las pretensiones de la demanda, sólo se considera 

la existencia del daño como único presupuesto de la 

responsabilidad extracontractual del Estado; en razón que no se 

está considerando el segundo presupuesto que es la imputación 

objetiva del mismo; como lo predica el artículo 90 de la 

Constitución Política de 1991; en vista que este presupuesto 

normativo amerita un estudio de fondo, sobre la estructuración 

de la imputación fáctica, que es un análisis de la causalidad 

del hecho, más los elementos de la imputación objetiva (posición 

de garante- principio de confianza y riesgo permitido); para 

posteriormente considerar el segundo elemento normativo que es 

la imputación jurídica, que es un estudio estrictamente jurídico 

en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los 

perjuicios a partir de la verificación de una falla del 

servicio; o por la concreción de un riesgo excepcional al que es 

sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los 

demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la 

igualdad frente a las cargas públicas. 

 

2.1. En cuanto a la imputabilidad  

 

De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin 

de que se declare la responsabilidad de la administración 

pública, se hace imperioso verificar la configuración de 

los dos elementos o presupuestos de la misma, según la 

disposición constitucional que consagra la institución 

jurídica, esto es, el artículo 90 de la Constitución 

Política de Colombia, en consecuencia, es necesario que 

esté demostrado el daño antijurídico, así como su 

imputación fáctica y jurídica a la administración pública.  

 

Por lo anterior, además de constatarse en un primer 

momento la antijuridicidad del daño, el operador jurídico 

debe elaborar un “juicio de imputabilidad” que le permita 

encontrar un título jurídico diferente de la simple 

causalidad material que justifique la decisión a tomar. 

Ahora bien, dentro del nuevo modelo en que se desarrolla 

la responsabilidad patrimonial del Estado, se parte de un 

concepto objetivo de acción y, por ende, la atribución 

fáctica de la misma ostenta igual naturaleza (imputación 

objetiva). 
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Respecto de la imputabilidad del daño el Honorable Consejo 

de Estado- Sección Tercera en sentencia 18 de febrero de 

2010, expediente 18274, señala que “Los ingredientes 

normativos (imputación fáctica e imputación jurídica) 

tienen como propósito controlar la incertidumbre que 

genera el empleo de las teorías causales propias de las 

ciencias naturales, frente a la asignación de resultados 

de las ciencias sociales. Por lo tanto, la imputación 

fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la 

causalidad material y las herramientas normativas propias 

de la imputación objetiva que han sido delineadas 

precisamente para establecer cuando un resultado en el 

plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, 

la concreción de la imputación fáctica no supone por sí 

misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que 

se requiere un estudio de segundo nivel, denominado 

imputación jurídica, escenario en el que el juez determina 

si además de la atribución en el plano fáctico existe una 

obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se 

trata por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el 

que se establece si el demandado debe o no resarcir los 

perjuicios a partir de la verificación de una culpa 

(falla); o por la concreción de un riesgo excepcional al 

que es sometido el administrado, o de un daño especial que 

frente a los demás asociados es anormal y que parte del 

rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas.” 

(Subrayado fuera de texto) 

 

Por otro lado, se ha pronunciado la Corte Constitucional, 

en sentencia SU- 1184 de 2001, donde manifiesta que “La 

imputación de una conducta o un resultado en el derecho 

penal (o en general en cualquier derecho de 

responsabilidad), (...)con el fin de concretar el juicio 

de imputación se debe considerar 1) el riesgo permitido 

que autoriza la creación de peligros dentro de los límites 

que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades 

de desarrollo 2) el principio de confianza indispensable 

para que pueda darse una división del trabajo y que 

permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base que 

las demás personas son autoresponsables que cumplirán con 

las expectativas que surgen de una determinada función; 3) 

las acciones a propio riesgo, las cuales se imputa a la 

víctima, las conductas que son producto de la violación de 

sus deberes de auto protección y la 4) las prohibición de 

regreso. Por último se constata la realización del riesgo. 

Es decir que  el mismo riesgo creado para el sujeto sea el 

que se concrete en la producción del resultado (….)” 

 

En consecuencia, hasta este punto se puede inferir con 

certeza que está siendo desarrollada la teoría de la 

imputación objetiva, por parte de la jurisprudencia del 

Consejo de Estado, en sus presupuestos del riesgo 
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permitido, y principio de confianza, cuando se entra a 

examinar si un daño es imputable o no a la administración 

pública, lo cual pone en evidencia la insuficiencia del 

dogma causal para la resolución de las controversias que 

se suscitan con ocasión de la responsabilidad 

extracontractual del Estado.  

 

Así mismo, estas teorías han sido desarrolladas por 

diversos doctrinantes, que de suyo han aportado 

importantes avances a esta posición doctrinaria, entre los 

que se destacan aquellos de línea penalista como el 

profesor Gunter Jakobs, en su obra “La Imputación Objetiva 

en el Derecho Penal” en el que refiere que “existe un 

riesgo permitido……Y es que la sociedad no es un mecanismo 

cuyo único fin sea la protección máxima de bienes 

jurídicos, sino que está destinada a hacer posibles las 

interacciones, y la prohibición de cualquier puesta en 

peligro, de toda índole, imposibilitaría la realización de 

todo comportamiento social incluyendo, por lo demás 

también los comportamientos de salvación. Sin embargo, en 

determinados ámbitos, la necesidad de un riesgo permitido 

en modo alguno es contradictoria con la protección de 

bienes jurídicos…” 

 

De igual manera, en palabras del profesor Claus Roxin, “se 

(debe) entender por riesgo permitido una conducta que crea 

un riesgo jurídicamente relevante, pero que de modo 

general está permitida y, por ello, a diferencia de las 

causas de justificación, excluye la imputación (…) 

prototipo del riesgo permitido es la conducción 

automovilística observando todas las reglas del tráfico 

diario. No se puede negar que el tráfico diario constituye 

un riesgo relevante para la vida, salud y bienes 

materiales, cosa prueba irrefutablemente la estadística de 

accidentes(…) Dentro del ámbito del riesgo permitido 

entran todo el tráfico público ( por tanto también el 

tráfico aéreo, ferroviario y marítimo), el funcionamiento 

de las instalaciones industriales (especialmente de las 

plantas peligrosas), la práctica de deportes que implican 

riesgo, las intervenciones médicas curativas en el marco 

de la lex arti (…): Por consiguiente no serán imputables 

objetivamente aquellos daños en que exista: a) Una 

disminución del riesgo permitido, b) la falta de creación 

del riesgo, c) cuando el riesgo concretado se mueve dentro 

del riesgo permitido, d) cuando el resultado se encuentra 

por fuera de la norma de cuidado, e) cuando la conducta 

alternativa es conforme a derecho.” 

 

2.2. En cuanto a la configuración del hecho de un tercero   

 

No puede interpretarse en forma equivocada, el mandato 

constitucional del artículo 2° de la C.P., prescrito para  
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las Fuerzas Militares en el artículo 217 de la C.P., en el 

entendido que el objetivo esencial del servicio militar 

obligatorio, es proteger a los soldados conscriptos y no 

propender por garantizar los fines constitucionales y la 

defensa de la soberanía, la independencia, la integridad 

del territorio nacional y del orden constitucional, 

contario sensu hoy es considerado como una carga excesiva 

del Estado, que ante cualquier tipo de daño por más mínimo 

que sea, de ipso facto se presume que este es antijurídico 

y por ende debe indemnizarse a título de riesgo 

excepcional, daño especial o falla del servicio. 

 

De igual trascendencia, debe resaltarse que el servicio 

militar obligatorio, creado por mandato constitucional en 

el artículo 216, nace en el artículo 2° de la norma 

superior, lo cual de por si infiere un riesgo necesario, 

que se debe asumir en pro del bienestar del país, el cual 

hoy se encuentra inmerso en un conflicto interno; que el 

Estado ha aceptado dentro de los parámetros del derecho 

internacional humanitario, considerándose combatientes a 

los oficiales, suboficiales, soldados profesionales y 

soldados regulares de las Fuerzas Militares; con la 

excepción que el daño siempre es antijurídico y se presume 

para el personal que presta el servicio militar 

obligatorio; por la razón que su incorporación no es 

voluntaria, situación que de por si complica aún más el 

cumplimiento del mandato constitucional que para las 

Fuerzas Militares preceptúa el artículo 217 de la C.P. 

 

Lo anterior es fundamental, si se considera que las 

operaciones militares no podrían realizarse, sin el 

compromiso del personal de soldados regulares, que también 

participan en las operaciones ofensivas en contra de los 

actores generadores de violencia, para lo cual reciben una 

instrucción militar de acuerdo al plan de instrucción y 

entrenamiento, que los capacita en los campos técnico, 

táctico, psicológico y operacional; con el fin de que se 

puedan desarrollar el rol asignado que es la defensa del 

orden político, económico y social justo, inscrito en el 

preámbulo de la Carta Política; todo con el propósito de 

cumplir el fin constitucional impuesto en su artículo 2° 

desarrollado en el artículo 217  para la Fuerzas Militares 

y no como de manera ligera sin ningún soporte probatorio 

afirma el apoderado del demandante, que presenta a los 

soldados regulares del Ejército Nacional, como hombres sin 

ningún tipo de instrucción, ni entrenamiento, abandonados 

en el área de operaciones, sin ningún tipo de apoyo 

técnico, táctico o logístico; afirmación que se aleja 

totalmente de la realidad.  

 

Ahora bien, si los hechos de la demanda son reales, y el 

demandante se lesionó al no percatarse por donde 
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transitaba y para esta Defensa ello solo se traduce en que 

la lesión que sufrió el demandante fue fruto de una causa 

extraña al servicio militar en sentido estricto. 

 

De esto se desprende entonces, y se itera, que el hecho 

atiende al hecho de un tercero y no de la administración, 

al considerarse que quien propino la lesión corresponde al 

grupo de indígenas, que participaron en la Minga, es así 

las cosas, el daño que tuvo su origen en una causa extraña 

que es irresistible para la entidad. 

 

Desde esa perspectiva, y atendiendo las pruebas allegadas 

oportunamente al expediente se debe tener en cuenta que en 

primer lugar existe irresistibilidad, e imprevisibilidad 

para el Ejército, pues aunque se contemplare en forma 

general la posibilidad de que los soldados que van a 

ingresar, como se indicó anteriormente, se da la 

capacitación y  entrenamiento necesario para que se 

desplieguen actividades que pueden catalogarse de 

ejercicio diario.  

 

En esta misma línea en materia de responsabilidad 

extracontractual del Estado, es válido hablar de los 

requisitos que deben existir a la hora de reclamar del 

Ente estatal la reparación de daños. Así, la 

jurisprudencia del Consejo de Estado y la doctrina han 

establecido en primer término derivado del artículo 90 

superior la existencia de un daño antijurídico, lo cual 

implica que aquella persona respecto de quien sobrevino, 

no tenía el deber jurídico o la “carga” de soportarlo.  

 

NO OBSTANTE TODO LO ANTERIOR, LO PRIMERO QUE DEBERÁ PROBAR LA 

PARTE ACTORA ES LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y 

LUGAR EN EL QUE SUPUESTAMENTE ACAECIERON LOS HECHOS. 

 

3. Inexistencia de las obligaciones a indemnizar 

 

El Ejército Nacional, no es responsable ni por acción ni por 

omisión, de los hechos que se le endilgan, por lo tanto, no está 

obligado a responder administrativamente por los daños y 

perjuicios que presuntamente se le hayan podido causar a la 

parte actora. 

 

La regla primordial del derecho de responsabilidad es aquella 

que manifiesta “sin perjuicio no hay responsabilidad”. La 

existencia de la prueba del perjuicio es de tal trascendencia 

que su ausencia implica la imposibilidad de pretender la 

declaratoria de responsabilidad.  Esta regla se encuentra 

ratificada por nuestra jurisprudencia la cual enuncia que “el 

daño constituye un requisito de la obligación de indemnizar y al 

no demostrarse como elemento de la responsabilidad estatal, 

impide que esta se estructure. La regla básica establecida es 
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que el daño debe ser probado por quien lo sufre, so pena de que 

no proceda la indemnización. 

 

El vacío probatorio también se predica de la demostración de los 

perjuicios solicitados, de conformidad con los requisitos 

establecidos por la Ley y la jurisprudencia del Honorable 

Consejo de Estado. 

 

El  deber  de  protección y garantía que constituye el fin 

esencial del Estado y que define el sentido de las autoridades 

no es absoluto en cuanto que el Estado no ve comprometida su 

responsabilidad frente a cada acto violatorio de los derechos y 

libertades de las personas sino que el  mismo  no  se concreta 

en el cumplimiento eficiente de los deberes que le corresponden, 

pero de acuerdo con las circunstancias particulares de cada 

caso. 

 

Como se dijo, no se encuentra probado el nexo de causalidad 

entre los hechos y los presuntos daños ocasionados al 

demandante, motivo por el cual, al no existir la prueba que así 

lo demuestre, mi representada no está obligada a asumir las 

pretensiones solicitadas en la demanda.  

 

4. Excepción genérica o innominada 

 

Comprende reconocer oficiosamente, en la sentencia y a favor de 

las Entidades estatales demandadas, todo medio exceptivo si se 

encuentra que los hechos en que se fundan están probados, de  

conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 

187 del C.P.A.C.A. y 306 del C.P.C., y el principio general de 

congruencia de las sentencias. 

 

PRUEBAS 

 

En cumplimiento del auto admisorio, esta Defensa Institucional, 

procedió a tramitar los antecedentes administrativos, así: 

 

- Con Oficio No. 4047 de fecha 18 de Marzo de 2021 se 

solicitó al Comando del Batallón de Infantería No. 8 

Batalla de Pichincha, los antecedentes administrativos. 

- Con oficio No. 4072 de fecha 18 de Marzo de 2021 se 

solicitó a la Dirección de Prestaciones Sociales del 

Ejército Nacional, copia del expediente prestacional. 

- Con Oficio No. 4071 de fecha 18 de Marzo de 2021 se 

solicitó a la Directora del Dispensario Militar de 

Occidente, copia de la historia clínica del actor. 

 

De los cuales, hasta el momento de la presente radicación 

contestación de la demanda, no se ha recibido respuesta, por 

tanto se solicita en forma respetuosa al Despacho Judicial apoye 

con librar los oficios correspondientes con el fin de obtener 

los antecedentes administrativos. 
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Así mismo, con Oficio No. 4073 de fecha 18 de Marzo de 2021 se 

solicitó a la Oficina de Medicina Laboral de la Tercera 

División, del cual se recibió respuesta con Oficio No, 039 de 

fecha 25 de marzo de 2021, mediante el cual: 

- Informativo administrativo por lesión No. 091638 

- Acta de junta médica No. 117643 

- Concepto de ortopedia No. 171450 

- Concepto de medicina familiar No. 171746 

 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 

 

El hecho expuesto en la demanda no le es atribuible a la entidad 

que represento, toda vez que no existe en el expediente soporte 

legal ni probatorio para indicar que mi procurada es la 

responsable de los supuestos perjuicios causados a la parte 

actora, con ocasión, al parecer de las lesiones padecidas por el 

demandante principal. 

 

En el plenario no existen elementos materiales probatorios que 

permitan derivar responsabilidad de la Nación – Ministerio de 

Defensa – Ejército Nacional, ya que no se han aportado pruebas 

que acrediten la responsabilidad patrimonial  de la Entidad que 

apodero y la causación de los perjuicios alegados. 

 

Al respecto, esta Defensa considera muy respetuosamente que el 

daño antijurídico padecido por la víctima directa solo le es 

imputable a un tercero, ya que la lesión provino de los 

indígenas que participaban en la Minga. 

 

Es dable manifestar al Despacho que el personal del Ejército 

Nacional adscrito o designado a batallones o pelotones de 

antidisturbios como en el presente caso ocurre, es ampliamente 

capacitado por las Unidades del Ejército Nacional en todo el 

procedimiento específico de control de disturbios, incluyendo lo 

relacionado con las marchas y protestas sociales. 

 

En el acápite de “marchas”, se le capacita al personal militar 

para enseñarles a caminar, trotar, correr y movilizarse por un 

determinado sector, previo el estudio visual y contextual del 

terreno. 

 

En ello se le enseña al personal militar a identificar qué tipo 

de terreno es en el cual se van a desplazar y partiendo de ello 

cada uniformado debe tomar las mínimas medidas de autoprotección 

para salvaguardar su vida e integridad. 

 

Por ello, esta Defensa muy respetuosamente solicita al Despacho 

estudiar y declarar probada la excepción de hecho de un tercero 

o en su defecto considerar ello como una concausa a efectos de 

reducir una posible e hipotética condena en contra de mi 

Representada. 
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Respetado Juez, acorde con las voces del artículo 2 de la 

Constitución Nacional, las autoridades de la República están 

instituidas para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos 

y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 

sociales del Estado y de los particulares, fines del Estado que 

encuentra una de sus concreciones más caracterizadas en el 

principio de exclusividad de la fuerza pública, previsto en el 

artículo 216 de la carta magna. 

 

De esta manera, el estado está autorizado para el ejercicio 

legítimo de la fuerza, por conducto de la fuerza pública, en 

orden a mantener las condiciones necesarias para el ejercicio  

de los derechos y libertades públicas. 

 

En lo que respecta a los deberes jurídicos a cargo del Ejército 

Nacional, la Constitución Política, establece en su artículo 217 

lo siguiente: 

 

“Artículo 217°.- La Nación tendrá para su defensa unas 

Fuerzas Militares permanentes constituidas por el 

Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea.  

 

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la 

defensa de la soberanía, la independencia, la integridad 

el territorio nacional y del orden constitucional…” 

 

Así mismo, el Decreto 1512 de 2000, por el cual se modifica la 

estructura del Ministerio de Defensa, en su artículo 27, dispone 

lo siguiente:  

 

"Artículo 27. FUERZAS MILITARES: Son organizaciones 

permanentes instruidas y disciplinadas conforme a la 

técnica militar, que tiene como finalidad primordial la 

defensa de la soberanía, la independencia, la integridad  

del Territorio nacional y el orden constitucional".  

 

A las Fuerzas Militares, le asiste la obligación constitucional 

de controlar todo aquello que atente contra la seguridad 

nacional y la de brindar la paz a todos los asociados, función 

que se concreta a través de sus tropas, quienes son las 

encargadas de desarrollar operativos militares de ocupación, 

registro y control militar de área. 

 

Resulta necesario tener en cuenta que el artículo 90 de la 

Constitución Política consagra una cláusula general de 

responsabilidad patrimonial del Estado, que abarca tanto  la 

responsabilidad de naturaleza contractual como la 

extracontractual y que, de su inciso primero, se deducen dos 

elementos como indispensables para la declaración de  la  

responsabilidad patrimonial del Estado y demás personas 
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jurídicas de derecho público, a saber:  El daño antijurídico y 

la imputabilidad del mismo al Estado. 

 

El concepto técnico de daño o lesión, a efecto de la 

responsabilidad civil, requiere, pues, un perjuicio 

patrimonialmente evaluable, ausencia de causas de justificación 

(civiles), no en su comisión, sino en su producción respecto al 

titular del patrimonio contemplado y, finalmente, posibilidad de 

imputación del mismo a tercera persona. 

 

Para derivar responsabilidad estatal, es necesario que se den 

los siguientes presupuestos: 

 

"a.  Una falta o falla del servicio o de la 

administración, por omisión, retardo, irregularidad, 

ineficiencia o ausencia. La falta o la falla que se trata 

no es la personal del agente administrativo, sino la del 

servicio o anónima de la administración. 

 

Lo anterior implica que la administración ha actuado o ha 

dejado de actuar, por lo que se concluye los actos ajenos 

del agente ajenos al servicio, ejecutados como simples 

ciudadanos. 

 

“b.   Un daño que implica la lesión o perturbación de un 

bien protegido por el derecho, bien sea civil, 

administrativo, etc., con  las características generales 

predicadas en el derecho privado para el daño indemnizable 

como de que sea cierto, determinado o determinable, etc. 

 

“c. Una relación de causalidad entre la falta o falla de  

la administración  y  el daño, sin la cual aún demostrada 

la falta o falla del servicio no habrá lugar a la 

indemnización”. 

 

Para que la responsabilidad de la administración sea declarada, 

no es suficiente que exista un daño antijurídico, sino que es 

menester, además que dicho daño sea imputable, vale decir, 

atribuible  jurídicamente al Estado y en el caso de autos, el 

daño por el cual se predica se ha causado a los accionantes, no 

le deriva ninguna responsabilidad  patrimonial al Ejército 

Nacional. 

 

La regla primordial del derecho de responsabilidad es aquella 

que manifiesta “sin perjuicio no hay responsabilidad”. La 

existencia de la prueba del perjuicio es de tal trascendencia 

que su ausencia implica la imposibilidad de pretender la 

declaratoria de responsabilidad.  

 

Esta regla se encuentra ratificada por nuestra jurisprudencia la 

cual enuncia que “el daño constituye un requisito de la 

obligación de indemnizar y el no demostrarse como elemento de la 
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responsabilidad estatal, impide que esta se estructure. La regla 

básica establecida es que el daño debe ser probado por quien lo 

sufre, so pena de que no proceda su indemnización. 

 

Sobre el nacimiento de la obligación de reparar, Rodrigo Escobar 

Gil, señala: 

 

“... para el nacimiento de la obligación de reparar no 

basta sólo la imputatiofacti; es decir, la relación de 

causalidad entre un hecho  y  un daño, sino que es 

necesario la imputatiojuris, esto es, una razón  de 

derecho que justifique que la disminución patrimonial 

sufrida  por  la víctima se desplace al patrimonio del 

ofensor”.  (Teoría General de  los Contratos  de la 

Administración Pública. Legis. P. 259). 

 

Es así, como en el caso objeto de estudio, no está demostrado el 

nexo causal que permita endilgar responsabilidad a la Entidad 

demandada, elemento que es determinante o el más importante para 

la configuración del daño antijurídico.  

 

El vacío probatorio, también se predica de la demostración de 

los perjuicios solicitados, de conformidad con los requisitos 

establecidos por  la Ley y la jurisprudencia del Consejo de 

Estado. 

 

En el proceso objeto de estudio, no está demostrado el nexo 

causal que permita endilgar responsabilidad a la Entidad 

demandada, elemento que es determinante o el más importante para 

la configuración del daño antijurídico.  

 

De la misma manera, cabe señalar que la jurisprudencia del 

Consejo de Estado ha sostenido que las causales eximentes de 

responsabilidad como la fuerza mayor, el caso fortuito, el hecho 

exclusivo de un tercero o la culpa también exclusiva de la 

víctima, conforman un conjunto de eventos que impiden la 

imputación, jurídicamente hablando, de la responsabilidad de la 

Administración por hechos constitutivos de daño, de tal suerte 

que para su configuración se hace necesario la presencia de 3 

elementos: a) la irresistibilidad; b) la imprevisibilidad; c) la 

exterioridad respecto del demandado 

 

Teniendo en cuenta lo anterior solicito a la Honorable Juez 

niegue las pretensiones de la demanda. 

 

PERSONERIA 

 

Respetuosamente solicito a la Señora Juez me reconozca 

personería Jurídica en los términos del poder conferido y para 

los fines pertinentes. 
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NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en los email notificaciones.cali@mindefensa.gov.co 

y  linitasegura123@gmail.com  o en la Secretaria del H. Juzgado; 

o en el Grupo Contencioso Constitucional del Ministerio de 

Defensa Nacional o en la Dirección de Defensa Jurídica de la 

Tercera Brigada – ubicada en el Cantón Militar Pichincha Calle 5 

No. 83-00 de la ciudad de Cali. 

 

De la Señora Juez con todo respeto,  

 

 

 

 

LINA MARÍA SEGURA CUBILLOS 

CC No. 29.661.094 de Palmira 

TP No. 134749 del Consejo Superior de la Judicatura 

 

Anexo: 

- Poder para actuar. 
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo
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FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional
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12/3/2021 Correo: Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADVkYTRhZGMxLTYwZjMtNGIwMS04NThiLTMzOGRhMThiYmM3YgAQAFa5hT%2BpaM5LvWmirZErb… 1/2

FW: C22629 RV: RAD. 2020-00031- HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ - CONTESTACION DE LA
DEMANDA, PODER, ANEXOS Y ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS J11 ADTIVO ORAL DE CALI

Diana Carolina Argote Delgado <dargoted@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 12/03/2021 14:45
Para:  Juzgado 11 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm11cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  claudia.caballero803@casur.gov.co <claudia.caballero803@casur.gov.co>; Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos
- Seccional Cali <tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

5 archivos adjuntos (5 MB)
PODER JUZGADO.pdf; certificación y posesión jefe oficina jurídica.pdf; resolución delegación jefe oficina asesora Casur.pdf; RAD. 2020-
00031 - HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ - J11 CONTESTACION DE LA DEMANDA- REL. PARTI - J11.pdf; 16274791-EXPEDIENTE (1).pdf;

Cordial saludo.
 
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
 
 
 
DIANA CAROLINA ARGOTE DELGADO
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Mesa de entrada de correspondencia
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca

 

 
From: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali  
Sent: Friday, March 12, 2021 10:00 AM 
To: Diana Carolina Argote Delgado 
Subject: C22629 RV: RAD. 2020-00031- HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ - CONTESTACION DE LA DEMANDA, PODER, ANEXOS
Y ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS J11 ADTIVO ORAL DE CALI
 
 
 
DHORA STELLA RAMÍREZ
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca
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De: CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO <claudia.caballero803@casur.gov.co> 
Enviado: jueves, 11 de marzo de 2021 13:42 
Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
jobircal@hotmail.com <jobircal@hotmail.com> 
Asunto: RAD. 2020-00031- HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ - CONTESTACION DE LA DEMANDA, PODER, ANEXOS Y
ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS J11 ADTIVO ORAL DE CALI
 
Cordial saludo,
 
 
 
RADICACIÓN:                    76001333301120200003100
DEMANDANTE:                  HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ 
DEMANDADO:                  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL:       NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
 
 
CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO, obrando en calidad de apoderada de la parte
demandada, dando cumplimiento a lo preceptuado en el Decreto 806 de junio 04 2020,
remito escrito de CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, poder, anexos y antecedentes
administrativos en el asunto referido, para que sean adosados al plenario y se surta el trámite
correspondiente.
 
 
Agradezco su valiosa colaboración.
 
 
 Att.
 
 
Claudia Lorena Caballero Soto
CC. 1.114.450.803 de Guacarí  
T.P. No. 193.503 del C.S. de la J.
Abogada especialista en Derecho Administrativo y Derecho Constitucional
Tel. 3147688885
 

mailto:claudia.caballero803@casur.gov.co
mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:jobircal@hotmail.com
mailto:jobircal@hotmail.com


 

                                                                                                                                   

 

 

 
Doctor (a)  
JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
E. S. D. 
 
MEDIO DE CONTROL :  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
PROCESO :  2020-00031 
DEMANDANTE : HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ  
DEMANDADO : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 
NACIONAL 
 
 
CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRÍGUEZ, mayor de edad, vecina de Bogotá D. 
C., identificada con la cédula de ciudadanía No. 51.768.440 de Bogotá, y portadora 
de la Tarjeta Profesional No. 62571 del Consejo Superior de la Judicatura, correo 
electrónico juridica@casur.gov.co, en mi condición de Representante Judicial de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, Establecimiento Público, adscrito 
al Ministerio de Defensa Nacional, creado por el Decreto 417 de 1955, adicionado y 
reformado por el Decreto 3075 de 1955, y reglamentario, mediante los decretos 782 
de 1956, 2343 de 1971, 2003 de 1984, 823 de 1995 y 1019 de 2004 y Acuerdo 08 
del 19 de octubre de 2001, delegada para estos efectos mediante Resolución No. 
8187 del 27 de Octubre del 2016, y Decreto 1384 del 22 de junio de 2015, 
respetuosamente manifiesto a Usted que a través del presente escrito confiero 
poder especial, amplio y suficiente a la doctora CLAUDIA LORENA CABALLERO 
SOTO igualmente mayor de edad y residente en la ciudad de Cali, identificada con 
la Cédula de Ciudadanía No. 1.114.450.803 de Guacarí y portadora de la Tarjeta 
Profesional No. 193.503 del Consejo Superior de la Judicatura, con correos 
electrónicos claudiacaballero86@hotmail.com claudia.caballero803@casur.gov.co 
para que conteste la demanda, asista a la audiencia inicial o audiencias, represente 
y defienda los intereses de este establecimiento dentro del proceso de la referencia. 
 
La doctora CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO queda especialmente 
facultado para notificarse, recibir, conciliar, sustituir, renunciar, desistir, asistir a 
audiencias, reasumir el presente poder, adelantar todas las diligencias pertinentes 
y en general asumir la defensa de los derechos e intereses del organismo que 
represento. 
 
Le solicito reconocerle personería para actuar, en los términos y para los efectos de 
este poder. Acompaño Resolución de nombramiento, acta de posesión y 
certificación del cargo que acreditan la representación legal. 
 
Atentamente,  
 
 
 

Doctora CLAUDIA CECILIA CHAUTA RODRÍGUEZ 
Jefe Oficina Asesoría Jurídica 

Acepto: 

 
CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO  
CC No. 1.114.450.803 de Guacarí 
T. P. No 193.503 del C. S. de la Jud.  
claudiacaballero86@hotmail.com  
claudia.caballero803@casur.gov.co  

mailto:juridica@casur.gov.co
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Señor (A) 

JUEZ ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI   

E.                          S.                           D. 

 

PROCESO:            2020-00031  

ACCIÓN:            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:      HUMBERTO GUTIERREZ LOPEZ C.C. 16.274.791 

DEMANDADO:      CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA     

             NACIONAL 

-------------------------------------------------------------------------------------- 

REF. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA – RELIQUIDACIÓN DE LA PARTIDAS 

COMPUTABLES  

 

CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO, mayor de edad y vecina de esta 

ciudad, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 1.114.450.803 

expedida en Guacarí, portadora de la Tarjeta Profesional No. 193.503 del 

Honorable Consejo Superior de la Judicatura, con correo para 

notificaciones judiciales claudia.caballero803@casur.gov.co, obrando en 

calidad de apoderada judicial de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 

POLICÍA NACIONAL, quien tiene su domicilio principal en la ciudad  de B, 

D.C., carrera 7. No. 12 b -58 piso 10, teléfonos 2860911 Extensión 255 y 

2821857, con el correo para notificaciones judiciales 

judiciales@casur.gov.co, dentro del término legal, con el debido respeto, 

PRESENTO CONTESTACIÓN EN EL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 

 

DOMICILIO 

 

La Entidad demandada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, 

tiene su domicilio principal en la ciudad de B, D.C., carrera 7a. No. 13-58 piso 

10, teléfonos 2860911 Extensión 255 y 2821857.  

 

CALIDAD DE LA DEMANDADA 

 

La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, es un establecimiento 

público, Entidad descentralizada del orden Nacional, adscrito al Ministerio 

de Defensa Nacional, creado mediante decreto 0417 de 1955, adicionado 

y reformado por los decretos 3075 de 1955, 782 de 1956, 234 de 1971, 2003 

de 1984 y 823 de 1995, conforme con los decretos 1050 de 1968, 3130 de 

1968 y la ley 489 de 1998, por lo cual goza de personería jurídica, autonomía 

administrativa, patrimonio propio e independiente; representada 

legalmente por el Director Brigadier General(r) JORGE ALIRIO BARON 

LEGUIZAMON , según el decreto 2293 del 08 de Noviembre de 2012. 

 

CON RELACION A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Le manifiesto al despacho, que me opongo a las pretensiones de la 

demanda, ya que revisando  el expediente  administrativo, se constató que 

en virtud de lo certificado en la  hoja de servicios, expedida por la policía 

nacional, la entidad le reconoció asignación mensual de retiro de acuerdo 

a los decretos 4433 de 2004, 1091 de 1995 y mediante resolución No. 18725 

del 06 de noviembre de 2012, se le reconoció asignación mensual  de retiro, 

en cuantía equivalente al 77% del sueldo básico y partidas legalmente 

computables  para el grado. 



                                                                                                                   
 

Ahora bien, lo que se evidencia del escrito de demanda, es que el 

accionante pretende la modificación a la hoja de servicios No. 16274791 del 

17 de octubre del 2012 libro 002 folio 202 emitida por la Policía Nacional de 

la cual surge el acto preparatorio sobre la liquidación del reconocimiento 

de la asignación de retiro, indicando que la misma se encuentra mal 

liquidada, argumentando que la misma no se efectuó bajo el Decreto 1091 

del 95 articulo 13 numerales a), b) y c). 

 

El numeral 23.2 del artículo 23 del decreto 4433 de 2004, determina 

específicamente las partidas básicas sobre las cuales se liquida la 

asignación de retiro al personal del nivel ejecutivo de la policía nacional.  

  

(…) articulo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 

invalidez y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente 

decreto del personal de la policía nacional, se liquiden según corresponda 

en cada caso, sobre las siguientes partidas:  

 

23.2 miembros del nivel ejecutivo 

23.2.1 sueldo básico. 

23.22 prima de retorno a la experiencia  

23.23 subsidio de alimentación 

23.24 duodécima parte de la prima de servicio 

23.25 duodécima parte de la prima de vacaciones 

23.26 duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con 

los últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

 

En consonancia, el Gobierno Nacional para la Vigencia 2019 expidió el 

Decreto 1002 del 06-06-2019, por el cual se fijan los sueldos básicos para el 

personal de la fuerza pública, entre otros, disposición que estableció un 

ajuste de los salarios y prestaciones del 4.5% retroactivo a partir del 01-01-

2019, y para la vigencia 2020 expidió el Decreto 318 del 27- 02-2020, por el 

cual se fijan los sueldos básicos para el personal de la fuerza pública, entre 

otros, disposición que estableció un ajuste de los salarios y prestaciones del 

5.12% retroactivo a partir del 01-01-2020, situación por la cual se dispuso la 

aplicación del reajuste vía administrativa a los montos de las partidas objeto 

de estudio de manera paralela con el incremento de la prestación 

conforme al Decreto precedente, estrategia que subsana los 

reconocimientos de las asignaciones de retiro efectuadas en las vigencias 

2018 y 2019 en adelante para el personal del nivel ejecutivo, siendo estas 

últimas fechas en las que ha habido un significativo número de 

reconocimientos de asignación de retiro a esta población, superando en lo 

sucesivo el hecho causante de la exclusión del aumento porcentual del 

monto de las partidas que permanecieron fijas en la prestación reconocida. 

 

como resultado de un esfuerzo institucional para la solución efectiva de  

frente a las citadas partidas, se dispuso la realización del reajuste porcentual 

del monto de las partidas que desde su génesis permanecieron fijas en la 

prestación reconocida, de acuerdo con la base de liquidación que 

conforman la asignación de retiro del personal del nivel ejecutivo de la 

Policía Nacional, actualización que se realiza a partir del reconocimiento y 

que se evidenciará en la prestación a partir del 01-01-2020, en lo referente a 

los decretos proferidos con anterioridad al 2019, y a partir de la nómina de 

marzo de 2020 en lo referente al decreto 318 del 27-02-2020. 



                                                                                                                   
 

En este orden y al respecto la asignación mensual de retiro ya se encuentra 

reajustada de conformidad con los incrementos correspondientes y lo podrá 

evidenciar a partir de la nómina del mes de enero del año 2020.  

 

Del expediente administrativo del señor AMANICIO PALACIOS CORDOBA, se 

le informa que la prestación está acorde a lo estipulado en el artículo 13 del 

decreto 1091 de 1995, el cual dispone:    

 

“(…) Artículo 13. Bases de liquidación primas de servicio, 

vacaciones y navidad. Las bases de liquidación serán:    

     

a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de 

retorno a la experiencia y subsidio de alimentación;    

     

b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de 

retorno a la experiencia, subsidio de alimentación y una 

doceava parte de la prima de servicio;    

     

c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de 

retorno a la experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de 

alimentación, una doceava parte de la prima de servicio y una 

doceava parte de la prima de vacaciones (…)”   

     

Cabe destacar que esto es una fórmula matemática, la cual se explica a 

continuación:   

 

• PRIMA DE SERVICIO: ((asignación básica mensual + prima de retorno 

+ subsidio de alimentación) /12) /2   

• PRIMA DE VACACIONES: ((asignación básica mensual + prima de 

retorno + subsidio de alimentación + resultado prima de servicios) 

/12) /2   

• PRIMA DE NAVIDAD: ((asignación básica mensual * prima de nivel 

ejecutivo) + asignación básica mensual + prima de retorno + subsidio 

de alimentación + resultado prima de servicios + resultado prima de 

vacaciones) /12)   

 

Así mismo se le informa que las partidas de PRIMA DE SERVICIOS y PRIMA DE 

VACACIONES están divididas por doce teniendo en cuenta que es la 

duodécima como lo indica el decreto y dividida en dos porque se paga solo 

el equivalente a 15 días de un mes, como lo indica los artículos 4 y 11 del 

decreto 1091 de 1995 y la PRIMA DE NAVIDAD está dividida por doce dado 

que es la duodécima como lo indica el decreto.   

  

Es de precisar que el aumento anual decretado por el gobierno nacional  se 

le aplica únicamente a la asignación básica mensual, el subsidio de 

alimentación también lo decreta el gobierno nacional en cada decreto de 

aumento, así mismo la prima de retorno como es porcentaje se reajusta a la 

proporción a la asignación básica mensual, dado así las cosas las partidas 

de Prima de Servicios, Prima de Vacaciones y Prima de Navidad se reajustan 

automáticamente con la fórmula matemática expuesta anteriormente.   

 

Lo citado, establece que la operación matemática que realiza la entidad 

se ejecuta a raíz de la hoja de servicios y los Decretos vigentes al momento 



                                                                                                                   
de reconocerle la asignación de retiro, decretos que como ya se dijo son los 

aplicados al momento de hacer el acto preparatorio de la respectiva 

liquidación del reconocimiento atendiendo el porcentaje, el grado y los 

factores salariales a reconocer. 

 

• Es el momento de aclarar que el objetivo y función de la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional es la de reconocer y pagar oportunamente 

las asignaciones de retiro, sustituciones, pensiones y demás prestaciones que 

la ley señale a quienes adquieran este derecho, derecho que obtienen de 

un historial del servicio en actividad.  

 

EN RELACIÓN CON LOS HECHOS 

 

LOS HECHOS SON PARCIALMENTE CIERTOS. El demandante, efectivamente 

prestó sus servicios a la Policía Nacional, mediante resolución No. 18725 del 

06 de noviembre de 2012, se le reconoció asignación mensual de retiro 

 

Con relación al inconformismo frente a la operación matemática del acto 

preparatorio que parte de la hoja de servicios emitido por la Policía Nacional 

que encamina al pronunciamiento al reconocimiento de la asignación de 

retiro manifiesto que, La Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, no 

ha transgredido ningún régimen laboral como pretende endilgarle el 

libelista, por cuanto no es ésta la que condiciona el reajuste a las 

asignaciones de retiro, ya que se basa en las normas especiales y vigentes 

para el caso. 

 

La demandada, se ha basado en las normas que rigen el régimen especial 

de la Fuerza Pública. De lo anterior debe decirse lo siguiente: hay que tener 

en cuenta que normas especiales regulan el régimen salarial de la fuerza 

pública, así las cosas, consagran condiciones favorables de acceso a 

prestaciones como la de vejez – ASIGNACIÓN DE RETIRO, en este orden de 

ideas se consagra en dichas normas el principio de oscilación que orienta la 

actualización de las asignaciones de retiro de los miembros de la fuerza 

pública. 

 

EXCEPCIONES 

 

FORMULO EXCEPCIONES DE FONDO CONTRA LAS PRETENSIONES DE LA 

DEMANDA, DE ACUERDO A LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 175, NUMERAL 

TERCERO Y 180, NUMERAL 6 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 

CARENCIA DEL DERECHO QUE SE RECLAMA. 

 

Los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004 no tienen afectaciones por 

inconstitucionalidad, toda vez que los tiempos y factores prestacionales allí 

establecidos, son razonables y proporcionales, porque permitieron nivelar a 

los miembros de la Policía Nacional, en todos sus grados. 

 

En la Sentencias C-1493 y C-1713 de 2000, proferidas por la Corte 

Constitucional, se agotó la discusión relativa a las facultades del presidente 

de la República, en cuanto a la regulación del régimen de carrera del Nivel 



                                                                                                                   
Ejecutivo, a través del Decreto 1791 de 2000, por tanto, no consideró 

necesario ahondar en este punto. 

 

Afirmó que los Decretos 1091 de 1995 y 4433 de 2004 no tienen afectaciones 

por inconstitucionalidad, toda vez que los tiempos y factores prestacionales 

allí establecidos, son razonables y proporcionales, porque permitieron nivelar 

a los miembros de la Policía Nacional, en todos sus grados. 

 

1. REGIMEN ESPECIAL PARA MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA 

 

El régimen prestacional del personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas 

Armadas se rige por las disposiciones especiales vigentes al momento de los 

hechos, las cuales prevalecen sobre las disposiciones de carácter general 

(Artículo 5 de la ley 57 de 1887) 

 

Así las cosas, al pertenecer los miembros de la fuerza pública a un régimen 

especial, este régimen, contempla el hecho de que las asignaciones de 

retiro (pagadas a policías y militares retirados) deben reajustarse 

anualmente de acuerdo a las variaciones que se introduzcan en las 

asignaciones pagadas a los policías que se encuentren en servicio activo 

de acuerdo con cada grado. (De conformidad con el principio de 

oscilación) 

 

Para dar cumplimiento a lo anteriormente anotado el Gobierno Nacional 

anualmente mediante Decreto Ejecutivo fija los incrementos de los sueldos 

básicos del personal en actividad reajustando con ello las asignaciones de 

retiro (oscilación de asignación de Retiro); ajustándose esta actuación al 

ordenamiento jurídico. 

 

Al respecto es preciso traer a colación el Acto legislativo 01 de 2005, por el 

cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Política, el cual dispone que 

“no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable 

a la Fuerza Pública...” 

 

1. PROHIBICION DE VARIACION DEL REGIMEN ESPECIAL 

 

LEY 4 DE 1992, establece las pautas al Gobierno Nacional, para hacer los 

reajustes salariales y prestacionales para el sector público, incluida la Fuerza 

pública, la cual goza de un régimen especial. 

 

Con fundamento en la Ley 4 de 1992, se han expedido los decretos de 

sueldos anuales de la Fuerza Pública, establece que los decretos que dicte 

el Gobierno Nacional en desarrollo de esta ley, no podrán contravenirla, 

pues de hacerlo carecerían de efectos y por lo tanto no darían lugar a que 

se originaran los derechos adquiridos. 

 

Los decretos que han desarrollado esta ley, contemplan la misma 

disposición del artículo 10 en su contenido, así: Decretos 107/96 art. 38, 

122/97 art. 38, 58/98 art. 39, 62/99 art. 39, 2724/00 art. 38, 745/02, art. 38, 

3552/03 art. 36 y 4158/04 art. 36. 

 

De otra parte, la ley contiene una prohibición expresa, según la cual no se 

puede variar el régimen especial prestacional de la Fuerza Pública. 

 



                                                                                                                   
ARTÍCULO 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca 

contraviniendo las disposiciones contenidas en la presente Ley o en los 

decretos que dicte el Gobierno Nacional en desarrollo de la misma, 

carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

 

2. PRINCIPIO DE OSCILACION DE LA ASIGNACION DE RETIRO APLICABLE A 

LA FUERZA PÚBLICA. 

 

En relación con lo antes expuesto, el PRINCIPIO DE OSCILACIÓN, asimilable 

tanto conceptual como en su finalidad al Principio de Mantenimiento del 

Poder Adquisitivo de Pensiones, siendo este- OSCILACIÓN - propio del 

Régimen Especial de los Miembros de las Policía Nacional, el cual se ha 

consagrado del Decreto ley 1212 de 1990 y el artículo 42 del Decreto 

4433/04. 

 

El principio de oscilación de las asignaciones de retiro, consagrado en la 

norma precitada, únicamente es aplicable a los miembros de la Fuerza 

Pública, y tiene como objetivo mantener el poder adquisitivo de la 

asignación de retiro, y preservar el derecho a la IGUALDAD entre policías y 

militares en actividad y en retiro; su desconocimiento provocaría una 

descompensación injusta e ilegal en contra del personal activo, cuyos 

salarios son reajustados anualmente por el Gobierno Nacional. 

 

Por consiguiente, en el régimen de las asignaciones de retiro, se aplica 

únicamente el principio de oscilación conforme lo dispone el artículo citado 

Decreto ley 1212 de 1990; porque de lo contrario, si fueran adoptados 

mecanismos, fórmulas o sistemas de liquidación diferentes, se aplicaría un 

sistema prestacional distinto y sin fundamento legal, al establecido en el 

régimen especial de la Fuerza Pública. 

 

El citado principio – oscilación de las asignaciones de retiro- establecido en 

las citadas normas, consagra taxativamente la prohibición de la aplicación 

de un régimen diferente para efectos del reajuste de las asignaciones de 

retiro; al respecto es del caso aclarar que esta misma prohibición se 

encontraba contemplada en los Decretos 612 de 1977, Decreto 089 de 1984, 

Decreto 095 de 1989, al establecer "Los oficiales y suboficiales o sus 

beneficiarios,  no podrán acogerse a normas que regulen ajustes 

prestacionales en otros sectores de la administración pública, a menos que 

así lo disponga expresamente la ley”. 

 

Por lo expuesto, es claro que al demandante se le han hecho los reajustes, 

que por ley le corresponden. 

 

No está por demás precisar que no todos los años desde la expedición de 

la Ley 238 de 1995, fueron más favorables que los incrementos efectuados 

por el Gobierno Nacional en cumplimiento del Principio de Oscilación que 

rige para la Fuerza Pública; por consiguiente, si es aplicado el Índice de 

Precios al Consumidor para todo el personal de policía retirado, NO 

SOLAMENTE LOS AÑOS QUE PRESUNTAMENTE LE SON FAVORABLES, sino desde 

la vigencia de la referida norma, la Entidad debe incoar las acciones 

judiciales pertinentes para EXIGIR el reintegro de los valores pagados 

cuando en años anteriores  estos le fueron más beneficiosos. 

 



                                                                                                                   
El espíritu de la Ley 238 de 1995, no pretende modificar el sistema de 

actualización de las asignaciones de retiro del personal retirado de la Fuerza 

Pública, tal como se expresa en la exposición de motivos del proyecto de 

Ley No. 171/95: 

 

“…Durante más de una década los pensionados de Colombia clamaron 

ante el Gobierno y el Congreso porque se hiciera justicia y se le legislara en 

materia de reajuste de pensiones, de tal manera que no solamente se 

conservara el poder adquisitivo de las mesadas, sino que además se 

recuperara el perdido como consecuencia de la aplicación de la norma 

vigente, Ley 4ª de 1976. 

 

3. EL PRINCIPIO DE SOSTENIBILIDAD ECONOMICA 

 

Como un sistema ortodoxo de seguridad social, particularmente en lo que 

se refiere a las pensiones, involucra un régimen contributivo general que 

impone la participación de un conglomerado social en el sostenimiento 

económico de dicho sistema, es evidente que si los egresos superan los 

ingresos generados por ese mecanismo el sistema colapsa. 

 

Por eso en el artículo 1º de la citada reforma constitucional se comenzó 

citando como uno de los postulados, “la sostenibilidad financiera del 

Sistema Pensional” y aunque lo ubicó como responsabilidad del Estado, 

resulta comprensible que dicha obligación pasa en primer lugar por los 

vinculados al sistema que son, a la vez, sostenedores y beneficiarios del 

mismo. 

 

Como principio que es, la sostenibilidad financiera del sistema de pensiones 

configura un marco de pensamiento imperativo para todos los ciudadanos 

y prioritariamente, para quienes desempeñan funciones públicas. Entre ellos, 

como es natural, se encuentran en lugar de privilegio en cuanto al 

compromiso correspondiente, los administradores de justicia quienes, por 

tanto, deberán tener en cuenta este postulado como mandato superior, en 

el momento de proferir sus decisiones, de modo que el adoptar una de ellas 

en la que imponga una carga al sistema pensional que no resulta 

claramente determinada en la ley o que supere las previsiones de la misma,  

supone una transgresión del mandato constitucional con una clara y 

contundente responsabilidad social. 

 

PRUEBAS 

 

- Solicito a la honorable Juez tener en cuenta las aportadas en el correo 

electrónico que data de fecha 09 de febrero de 2021 y donde obran 

antecedentes administrativos aportados por esta defensa. 

 

- Se advierte que el poder y anexos, se enviaron en el correo 

relacionado en precedencia.  

 

 

PETICIÓN 

 

Respetuosamente solicito al Honorable Despacho, se desestime y niegue las 

pretensiones de la demanda, al considerar que los actos administrativos de 

los cuales se depreca la ilegalidad se ajustan a las normas y reglas 



                                                                                                                   
constitucionales y legales en su producción y conclusión, manteniendo así 

la presunción de legalidad y acierto de los mismos, al no vislumbrarse 

presupuesto fáctico o jurídico que los desvirtué, razón por la cual esta 

entidad se opone a la prosperidad de las pretensiones.  

 

 

De usted señor Juez,  

 

 

  
 

CLAUDIA LORENA CABALLERO SOTO. 
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